CONCEPTO 113 DE 2015
(18 de septiembre)
INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR – ICBF
ASUNTO: Consulta sobre la prima de antigüedad como factor base cotización para el pago de aportes parafiscales.
De manera atenta nos permitimos dar respuesta a la consulta elevada ante el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar Sobre si la prima de antigüedad hace parte de los factores para liquidar los aportes parafiscales. Cabe resaltar que el presente concepto constituye un criterio auxiliar de interpretación, conforme con lo establecido en los artículos 26 del Código Civil y 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso. Administrativo.
1. PROBLEMA JURÍDICO.
La peticionaria solicita información sobre el concepto 35 de 2015 que trata de los aportes parafiscales, y refiere que su pregunta puntual es si la prima de antigüedad hace parte de los factores para liquidar los aportes parafiscales, lo anterior debido a que el concepto del ICBF mencionado no lo aclara y de acuerdo en la sentencia No. 11001-0306-000-2010- 00069-00 del Consejo de Estado la prima de antigüedad no hace parte de los aportes parafiscales.
2. ANÁLISIS DEL PROBLEMA
2.1 Antecedentes Normativos
· Decreto 1042 de 7 de junio de 1978.
· Código Sustantivo de Trabajo.
2.2 El caso en concreto
Como se expuso en el concepto 35 de 2015 emitido por la Oficina Asesora Jurídica del ICBF, la base sobre la cual se debe calcular el aporte parafiscal es la nómina mensual de salarios, incluidos los elementos que conforman el salario definidos en el artículo 127 del Código Sustantivo del Trabajo modificado por el artículo 14 de la Ley 50 de 1990 que señala: “Constituye salario no sólo la remuneración ordinaria, fija o variable, sino todo lo que recibe el trabajador en dinero o en especie como contraprestación directa del servicio, sea cualquiera la forma o denominación que se adopte, como primas, sobresueldos, bonificaciones habituales, valor del trabajo suplementario o de las horas extras, valor del trabajo en días de descanso obligatorio, porcentajes sobre ventas y comisiones".
Desde este punto de vista, será salario todo aquello que reciba el trabajador y que busque “retribuir en forma directa" el servicio prestado al empleador. No importa la forma que adopte o la denominación que se le dé al pago correspondiente, siempre que se observe que el pago se hace para retribuir el servicio prestado se deberá considerar salario, sin que este pueda confundirse con el pago de prestaciones sociales que realiza el empleador al trabajador por medio de las entidades de previsión o de seguridad social o de manera directa con el fin de cubrir los riesgos o necesidades del trabajador originados durante la relación de trabajo y los cuales se diferencian de los salarios en que no retribuyen directamente los servicios prestados, siendo considerados como tales los siguientes: “…primas, sobresueldos, bonificaciones habituales, valor del trabajo suplementario o de las horas extras, valor del trabajo en días de descanso obligatorio, porcentaje sobre ventas y comisiones...”.[1] Salvo las excepciones que la misma ley establece.
A su vez el artículo 128 del Código Sustantivo del Trabajo señala que no constituyen salario los beneficios o auxilios habituales u ocasionales acordados convencionalmente o extracontractualmente o los otorgados en forma extralegal por el empleador, cuando las partes hayan dispuesto expresamente que no constituyan salario en dinero o especie.
Es necesario aclarar que la definición de salario contemplada en el Código Sustantivo del Trabajo abarca a trabajadores del sector privado como empleados del sector público, sin embargo para las personas que laboran en el sector público además de la asignación básica, son también factores del salario el valor del trabajo suplementario y el realizado en jornada nocturna o en días de descanso obligatorio, los incrementos por antigüedad, los gastos de representación, la prima técnica, el auxilio de transporte, el auxilio de alimentación, la prima de servicio, la bonificación por servicios prestados y los viáticos percibidos por los funcionarios en comisión[2]. En cuanto a los factores salariales para calcular la cotización al sistema general de pensiones estos están definidos en el Decreto 1158 de 1994, en el que se determina que la prima técnica, la prima de antigüedad ascensional y de capacitación se incluyen cuando han sido fijadas como factor salarial.
En cuanto a la prima de antigüedad, esta ha sido considerada una contraprestación con carácter salarial y no simplemente prestacional, en la medida en que sea adicionada a la asignación básica mensual y, que como consecuencia, haga parte de la remuneración que como compensación por el servicio prestado reciben los empleados beneficiados con ella, interpretación que es tomada del estudio realizado a diversas providencias del Consejo de Estado en las que de manera general se ha reconocido el carácter salarial de las primas de antigüedad.[3]
3. CONCLUSIONES
Con fundamento en lo anterior, la Oficina Asesora Jurídica de la Dirección General concluye, que la prima de antigüedad hace parte de los factores base de liquidación de aportes parafiscales, dado que su calificación se ajusta al pago recibido de naturaleza salarial y que por ende hace parte integral del salario para todos los efectos laborales.
El presente concepto[4] no es de obligatorio cumplimiento o ejecución para particulares o agentes externos, de conformidad con lo establecido en el artículo 28 de la ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.
Atentamente,
LUZ KARIME FERNANDEZ CASTILLO
JEFE DE LA OFICINA ASESORA JURÍDICA
* * *
1. Sentencia C 521/95- Corte Constitucional Sentencia del 16 de noviembre de 1995, MP. Antonio Barrera Carbonell, exp.D-902.
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